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Expediente ********** 
Juicio oral de alimentos. 
Promovido por **********, en representación de su hijo ********** 
En contra de ********** 

 
 
 

Apodaca, Nuevo León, a 6 seis de enero de 2026 dos mil veintiséis 

 
Visto para resolver en definitiva los autos que integran el expediente 

al rubro indicado, analizado que fueron el escrito de demanda, 

contestación y cuanto más consta en autos, convino, debió verse, 

y; 

 
Resultando 

 
1. Primero. Demanda. La actora mediante escrito inicial presentado 

ante la Oficialía de Partes del Décimo Tercer Distrito Judicial, en 

fecha 24 veinticuatro de mayo de 2023 dos mil veintitrés, reclamó 

el pago de una pensión alimenticia; el pago retroactivo de pensiones 

alimenticias desde el nacimiento del menor **********, así como el 

pago de gastos y costas, con base a los hechos y documentos que 

presentó en su escrito inicial de demanda. Mismos que en este acto 

se tienen por reproducidos como si a la letra se insertasen, en aras 

de la economía procesal. 

 
2. Segundo. Admisión y pensión provisional. La demanda se 

admitió a trámite y se fijó una pensión alimenticia provisional a cargo 

del demandado, consistente en el 20% veinte por ciento del salario 

y prestaciones que recibiera con motivo de su trabajo, la cual fue 

variada a cantidad liquida con posterioridad. 

 
 

3. Tercero. Emplazamiento. El demandado fue emplazado mediante 

diligencia actuarial de fecha 1 de febrero de 2024 dos mil 

veinticuatro. 

4. Cuarto. Contestación. En fecha 16 dieciséis de febrero de 2024 

dos mil veinticuatro, se tuvo al demandado contestando en sentido 

negativo a la demanda instaurada en su contra. 



 
 
 

 
5. Quinto. Audiencia y Sentencia. Agotada la secuela procedimental 

respectiva, y desahogadas la audiencia preliminar y de juicio 

correspondientes, se ordenó dictar sentencia. 

 
 

Considerando: 

 
6. Primero. Generalidades de las sentencias. Conforme al artículo 

19 del Código Civil del Estado, se obtiene que las controversias 

judiciales del orden civil deben resolverse conforme a la letra de la 

ley o a su interpretación jurídica. A falta de ley se resolverán 

conforme a los principios generales de derecho. Así mismo, los 

artículos 402 y 403 del Código de Procedimientos Civiles del 

Estado, disponen medularmente los requisitos que debe cumplir 

una sentencia así como de lo que las mismas se deben ocupar. 

 
7. Segundo. Competencia. La competencia en favor de este juzgado 

para conocer del presente negocio se surte de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 98, 99, 111 fracción XIII, 953 y 989 

fracción II del Código de Procedimientos Civiles en vigor; en 

relación con los artículos 35 fracción II y 35 bis de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial en el Estado, toda vez que el domicilio del 

acreedor alimentista se encuentra dentro de la jurisdicción territorial 

de este Juzgado de Juicio Familiar Oral. 

 
8. Tercero. Vía. La vía oral en que se tramitó la presente controversia, 

es correcta, atento a lo dispuesto en el artículo 989 fracción II del 

Código de Procedimientos Civiles vigente en la Entidad, pues dicho 

precepto legal dispone en lo conducente que dispone 

medularmente que se sujetarán al procedimiento oral, entre otros 

procedimientos, las controversias que se susciten con motivo de 

alimentos. 

 
9. Cuarto. Planteamiento del problema y estudio del fondo. En el 

presente caso, la actora compareció en representación de su hijo 

**********, reclamando el pago de una pensión alimenticia, así como 

el pago de gastos y costas a cargo del demandado. 
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10. Por tanto, el problema jurídico a resolver, es determinar si se 

acreditan los elementos de la acción de alimentos que conforme al 

artículo 1068 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, 

son: 

1. Título en cuya virtud se piden los alimentos. 

2. Que se justifique, al menos aproximadamente, la capacidad 

económica del que deba darlos. 

3. La necesidad de requerir alimentos se presume. 
 
 

11. Título en cuya virtud se piden los alimentos. Respecto al hijo 

de los contendientes **********, el título en cuya virtud se reclaman 

sus alimentos se acredita con la certificación del registro civil 

relativa a su nacimiento allegada al escrito inicial de demanda, 

observándose como nombre de sus padres ********** y **********. 

 
12. Documental que merece valor probatorio pleno, al haber sido 

expedida por funcionario autorizado para ello y no haber sido 

redargüida de falsas por el contrario, con el fin de tener demostrado 

el vínculo materno y paterno filial que une tanto a la actora, como al 

demandado con su hijo; es decir, su parentesco por 

consanguinidad, así como que este a la fecha cuenta con **********, 

atento a los artículos 239 fracción II, 287 fracción IV, 369, 370, 1068 

y 1069 del Código Procesal Civil en el Estado, en concordancia con 

los diversos 35, 47, 303 y 315 fracción I y II del Código Civil del 

Estado. 

 
13. Con ello se acredita el título en cuya virtud se reclamaron los 

alimentos en cuestión en favor del acreedor**********a que se refiere 

el citado numeral 1068 del ordenamiento procesal en consulta, 

siendo que el mencionado precepto 303 del Código Civil del estado 

de Nuevo León, dispone que los padres están obligados a dar 

alimentos a sus hijos. 

 
14. Por tanto, al haberse señalado ya la acreditación del título en virtud 

del cual se reclaman alimentos, se continuará con el análisis de los 

elementos de la acción de alimentos conforme al artículo 1068 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Estado. 



 
 
 

 
15. Capacidad económica de la parte demandada. Habiéndose 

acreditado el primer elemento de la acción; es procedente analizar 

el segundo supuesto que consiste en la capacidad económica del 

demandado. 

 
16. Ahora bien, en lo que hace a la capacidad económica del 

demandado, se tiene demostrada, pues cuenta con **** años, y 

capacidad productiva que lo coloca en posición de poder trabajar, 

sin que se haya evidenciado algún impedimento para ello a lo largo 

del juicio; por lo que se estima puede hacer frente a los deberes 

alimenticios para con su hijo. 

 
17. Así es, la capacidad económica del demandado para proporcionar 

los alimentos, como elemento de la acción alimentaria, no tiene una 

connotación estrictamente pecuniaria, sino más bien está referida a 

la aptitud, posibilidad o talento de todo sujeto para trabajar y generar 

ingresos. 

 
18. No considerarlo así, sería tanto como permitir que, para evadir la 

responsabilidad alimentaria, alguna parte que esté obligada a dar 

alimentos. Por ejemplo, únicamente abandone su empleo, no 

trabaje, se declare insolvente, o bien, oculte su ingreso. Cobra 

aplicación al caso concreto, la tesis orientadora cuyo rubro y texto 

es el siguiente: 

ALIMENTOS. LA CAPACIDAD DEL DEUDOR PARA 
SUMINISTRARLOS  NO  TIENE  UNA  CONNOTACIÓN 
ESTRICTAMENTE ECONÓMICA. La capacidad del deudor de 
alimentos para proporcionarlos, como elemento de esta acción, no 
tiene una connotación estrictamente pecuniaria, sino más bien 
está referida a la aptitud, posibilidad o talento de todo sujeto para 
trabajar y generar riqueza; por tanto, si se trata de una persona 
capaz de emplearse en alguna actividad, aun cuando con motivo 
de ella no cuente con ingresos fijos, o no tenga un caudal o 
hacienda determinados para hacer frente a sus obligaciones en 
esta materia, debe cubrir las necesidades de sus acreedores, pues 
de lo contrario, se llegaría al extremo de que a fin de evadir su 
responsabilidad se declarara insolvente, o bien, ocultara sus 
ingresos. De esta manera, si la prueba de la capacidad de que se 
trata se obtiene del hecho de que el deudor es propietario o 
copropietario de determinado bien mueble o inmueble, poco 
importa si el mismo lo tiene o no en posesión o, incluso, si éste le 
reporta alguna renta, ya que lo que se obtiene de tal circunstancia 
es que se trata de una persona con aptitudes, talento y cualidades 
para ocuparse en algo y, que con motivo de ello puede generar 
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recursos económicos, lo que, en todo caso, le permite dar sustento 
a su familia.”1 

ALIMENTOS. DEL ARTÍCULO 303 DEL CÓDIGO CIVIL PARA 
EL DISTRITOFEDERAL, NO SE ADVIERTE LA FALTA DE 
RESPONSABILIDAD MORAL O CAPACIDADECONÓMICA 
QUE  IMPIDA  PROPORCIONARLOS,  SINO  SÓLO  LA 
IMPOSIBILIDAD FÍSICA O MENTAL. De acuerdo con el artículo 
303 del Código Civil para el Distrito Federal, se debe entender por 
imposibilidad para proporcionar alimentosa los hijos, la 
incapacidad física o mental que sufran los progenitores y que les 
impida allegarse los medios necesarios para poder cumplir con su 
obligación, pero no se advierte de dicho numeral la falta de 
responsabilidad moral o capacidad económica, que de haberla 
establecido, habría dado lugar para que el deudor alimentario, de 
manera dolosa, evadiera su obligación, declarándose insolvente. 
Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 198506 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época 
Materias(s): Civil Tesis: I.6o.C.109 C Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Tomo V, Junio de 1997, página 716 
Tipo: Aislada. 

 
 

 

19. Ahora bien, a fin de acreditar que el demandado, tiene potencial y 

solvencia económica para sufragar los gastos alimenticios de su hijo 

menor de edad, se advierte de autos las pruebas documentales en 

vía de informe siguientes: 

 

 

Destinatario Fecha 
recepción 

Hechos que se desprenden 

********** 5/04/2024 Que el demandado laboró para la 
citada empresa, con las siguientes 
percepciones y deducciones: 

 

 

 

1 SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 

24/2006. 28 de marzo de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. 
Secretario: Raúl Ángel Núñez Solorio. No. Registro: 175,157.- Tesis aislada.- Materia(s): Civil.- 
Novena Época.- Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito.- Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta XXIII, Mayo de 2006.- Tesis: VI.2o.C.489 C.- Página: 1674. 



 
 
 

 

 

Administradoras 
Desconcentradas de 
Servicios  al 
Contribuyente Nuevo 
León, 1, 2 y 3. 

07/06/2024, 

11/06/2024, y 

28/06/2024 

El demandado con clave única de 
registro de población 
********** 

Administradoras 
Desconcentradas de 
Recaudación Nuevo 
León, 1, y 3. 

11/06/2024 y 

14/06/2024 

El demandado con clave única de 
registro de población 
**********, sin embardo dicha 
oficina reportó que no se 
localizaron declaraciones anuales 
de los años 2019 dos mil 
diecinueve al 2023 dos mil 
veintitrés de dicho contribuyente. 

Instituto Registral y 
Catastral del Estado. 

18/06/2024. El demandado cuenta con 1 un 
bien inmueble registrado a su 
nombre, siendo el siguiente: 

 

  

 

Instituto de Control 
Vehicular. 

12/06/2024 El demandado cuenta con un 
vehículo registrado a su nombre; 
empero, ****** 

Instituto Mexicano del 
Seguro Social 

24/06/2024 y 
13/08/2025 

Se ********** que el demandado 
cuenta se encuentra vigente a la 
fecha en que se rindió el informe 
trabajando para **********. 
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********** 25/02/2025 Informa que el 17 diecisiete de 
febrero del año pasado, 
demandado renunció a la citada 
empresa, entregándose el finiquito 
correspondiente a la acreedor 
alimentista a través de su madre, 
previa su identificación. 

Instituto Mexicano del 
Seguro Social 

06/05/2025 Se advierte que el demandado dejó 
de trabajar según se advierte de la 
siguiente imagen: 

  

Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores 
a través del Sistema de 
Atención de 
Requerimientos de 
Autoridad. 

22/08/2024 Se localizaron registros y/o 
cuentas y/o productos bancarios 
respecto del demandado en las 
siguientes instituciones 
financieras: 

********** 
 
********** 

********** 
 
********** 

 
********** 

********** 

********** 22/08/2024 El demandado tiene una cuenta 
número **********, y se remitieron 
los estados de cuenta; empero de 
los mismos se advierte que no se 
generaron ingresos pues manejo 
un saldo de $0.00 cero pesos. 

********** 22/08/2024 El demandado tenía una cuenta de 
nómina número **********, del que 
se advierten depósitos y retiros 
efectuados por el demandado, y se 
remitieron los estados de cuenta. 

********** 22/08/2024 El demandado tiene una cuenta de 
nómina ********** y se remitieron los 
estados de cuenta; empero de los 
mismos se advierte en la cual se 
manejaba un saldo promedio de 
**********. 

********** 08/05/2025 El demandado tiene una cuenta 
********** y se remitieron los 
estados de cuenta; empero de los 
mismos se advierte que se manejó 
en $0.00 cero pesos. 

********** 22/09/2025 El demandado tiene una cuenta 
********** movimientos en $0.00 
cero pesos. 

********** 27/10/2025 El demandado no tiene cuentas en 
dicha institución, tenía una número 
********** pero la misma fue 
cancelada, y presentaba un saldo 
de $0.00 cero pesos, al momento 
de rendirse el informe. 



 
 
 
 
 

 
20. Documentales privadas que adquieren valor probatorio pleno, al no 

haber sido objetadas de falsas, y sirven para demostrar que, 

efectivamente, el demandado es capaz de desarrollar una actividad 

laboral para un patrón determinado, pues cuenta con un 

antecedente laboral, con un salario diario de **********, que cuenta 

con un inmueble registrado a su nombre adquirido en copropiedad 

en el año 2005 dos mil cinco; de lo que se infiere que el demandado 

cuenta con el potencial económico para generar ingresos, sufragar 

sus propias necesidades de (comida, salud, habitación, vestido, 

recreación); y cumplir con sus obligaciones alimentarias para con 

su acreedor, de conformidad con los artículos 239, fracción III, 290, 

297, y 373, del Código de Procedimientos Civiles del Estado. 

 
21. En cuanto a las actuaciones judiciales y presunciones que ofreció 

la parte actora no se advierte hecho alguno diverso a los ya 

analizados que le beneficie, en el sentido de que se ha justificado 

que el demandado cuenta con una edad productiva, y no se advierte 

que tenga incapacidad física o mental alguna para realizar la 

actividad remunerada que le permite producir ingresos. 

 
22. El cúmulo de material probatorio conducen a la suscrita juzgadora 

a la firme convicción de que el demandado posee capacidad 

económica pues tiene la capacidad de realizar un empleo 

remunerado y posee un bien inmueble en copropiedad, lo que 

indudablemente le permite cumplir con el deber alimenticio a su 

cargo; reafirmándose así el segundo de los elementos de esta 

acción de alimentos 

 
23. Necesidad de pedir alimentos. En relación a la necesidad de la 

parte acreedora de recibir los alimentos que son reclamados por 

medio de la parte actora, goza a su favor la presunción legal de 

necesitarlos, acorde a lo dispuesto por los artículos 321 Bis del 

Código Civil y 1068 del Código de Procedimientos Civiles, los 

cuales establecen lo siguiente: 
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Artículo 321 bis.- - La mujer embarazada que acredite legalmente 
la paternidad de su hija o hijo, los menores, las personas con 
discapacidad, los adultos mayores, los sujetos de interdicción y el 
cónyuge que se dedique al hogar, gozan de la presunción de 
necesitar alimentos. 

 
Artículo 1068.-Para decretar alimentos a favor de quien tenga 
derecho de exigirlos, se necesita: 

I.- Que se acredite el título en cuya virtud se piden; 

II.- Que se justifique, al menos aproximadamente, la capacidad 
económica del que deba darlos. 

El que exige los alimentos tiene a su favor la presunción de 
necesitarlos, por lo tanto, no requiere prueba. 

 
 

 

24. Debiendo destacarse que al deudor alimentista le corresponde la 

carga de la prueba en este sentido, es decir, es a él a quien 

corresponde desvirtuar esa presunción de alimentos a favor de los 

acreedores, conforme al artículo 223 del Código de Procedimientos 

Civiles del Estado, y los criterios orientadores que enseguida se 

transcriben: 

ALIMENTOS. NO ES NECESARIO QUE LOS ACREEDORES 
ALIMENTARIOS ACREDITEN LA NECESIDAD DE LOS. La 
necesidad de los alimentos es una presunción que la ley otorga a 
los acreedores alimentarios y por tanto, corresponde al deudor, 
acreditar lo contrario y desvirtuar tal presunción. Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito. No. Registro: 220,059. Tesis 
aislada. Materia(s): Civil. Octava Época. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación. IX, Marzo de 1992. Tesis: Página: 136. 

 
ALIMENTOS. CARGA DE LA PRUEBA. No corresponde al 
acreedor alimentario demostrar que necesita los alimentos, toda 
vez que tiene esa presunción a su favor y dejarlela carga de la 
prueba sería obligarlo a probar hechos negativos, lo cual es ilógico 
y antijurídico, por lo que en este caso la carga de la prueba 
corresponde al deudor. No. Registro: 241,213. Tesis aislada. 
Materia(s): Civil. Séptima Época. Instancia: Tercera Sala. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. 91-96 Cuarta Parte. Tesis: 
Página: 7. 

 

 

25. En tales condiciones, siendo que como ya antes quedó expuesto, 

en el presente juicio quedaron debidamente justificados los dos 

elementos de la acción que hizo valer la actora en representación 

de su hijo **********, según lo dispuesto por el precitado numeral 

1068 de la codificación adjetiva de la materia, ello en los términos y 



 
 

 
bajo los fundamentos de derecho precisados al efecto, esta 

autoridad determina que la accionante cumplió con la carga 

procesal que le impone el numeral 223 de la ley en consulta. 

 
26. Derecho de Contradicción. Por lo tanto, antes de efectuar 

declaratoria alguna respecto de lo fundado o no de la acción, se 

procede al análisis de la conducta procesal mostrada por el 

demandado, en ese sentido se advierte que el enjuiciado no ejercitó 

defensa alguna, pues no presentó escrito de contestación a la 

demanda. 

27. En consecuencia, al no haber presunción legal o humana que 

beneficie al demandado para desvirtuar lo justificado por la parte 

actora en torno a la titularidad de derecho a reclamarle alimentos a 

favor de su hijo menor de edad, así como, para desacreditar la 

capacidad con que cuenta para hacer frente a sus deberes que 

como padre tiene con el mismo, este tribunal declara fundado el 

presente juicio oral de alimentos. 

 
28. Fijación de pensión alimenticia definitiva. Ahora sólo basta 

determinar el monto de la pensión alimenticia que el demandado 

deberá cubrir a favor del acreedor alimentario, que de acuerdo a 

los artículos 303, 308 y 311 del Código Civil del Estado, así como 

11 de la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes, el concepto de alimentos comprende comida, 

vestido, habitación y asistencia en caso de enfermedad, así como 

los gastos necesarios para la educación, algún oficio, arte o 

profesión honesta y adecuada a las circunstancias personales de 

los acreedores alimentistas, así como lo relativo a su 

esparcimiento. Por tanto, en líneas siguientes, se examinará por 

separado cada uno de los rubros referidos. 

 
29. Habitación. Por lo que respecta a este rubro, se tiene que el 

acreedor alimentista habitan en el domicilio ubicado en la calle 

**********, siendo un hecho notorio que para el buen funcionamiento 

del hogar, es necesario, realizar erogaciones para gastos de los 

servicios básicos, tales como electricidad, gas, agua y drenaje, 
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telefonía y artículos necesarios para la higiene y mantenimiento del 

mismo. 

 
30. En el entendido que si bien, se allegaron diversos documentos 

para justificar gastos de servicios públicos (recibos de gas natural, 

servicios de agua y drenaje, así como de telefonía) en cuanto al 

concepto de habitación, siendo el caso darles valor probatorio al no 

haber sido objetados de falsos, en términos de lo previsto en los 

artículos 239 fracción III, 290, 297 y 373 del ordenamiento procesal 

civil en cita. 

 
31. Salud e higiene. De igual forma debe tomarse en consideración 

que cualquier enfermedad, eroga un gasto, y si bien no todos los 

padecimientos requieren de asistencia periódica, hay 

enfermedades que se presentan esporádicamente y deben ser 

tratadas, para lo cual invariablemente se genera un gasto, mismo 

que en todo caso debe ser prevenido al fijarse la pensión 

alimenticia, además al tratarse de un menor de edad en pleno 

desarrollo, presumiblemente ocupa atención médica y 

medicamentos acorde a los requerimientos propios de su edad, así 

como de asistencia y demás gastos atinentes a su sexo y etapa de 

desarrollo, lo cual implica un gasto que debe cubrir el deudor 

alimentista. 

 
32. Además de los gastos de higiene personal del acreedor como lo 

son entre otros, shampoo, jabón, pasta dental, cepillo de dientes, 

desodorante, y particulares dependiendo de su condición de 

adolescente, respectivamente. 

 
33. Comida. En cuanto a este apartado, se estima que, 

indudablemente, el acreedor alimentista requiere de una dieta 

balanceada para lograr su sano crecimiento y desarrollo. 

 
34. Es decir, requiere de productos suficientes para cubrir una 

nutrición balanceada, conformados por la pirámide alimenticia 

consistente en: lácteos (leches y quesos), carnes (pollo, res, cerdo 

y pescado), huevo, granos y semillas (frijoles y arroz), cereales, 

substitutos del azúcar, grasas (aceites vegetales), así como frutas 



 
 

 
y verduras. Su consumo se divide entre el desayuno, comida y 

cena, aperitivos entre comidas. 

 
35. Asimismo, se allegaron diversos tickets de tiendas 

departamentales para justificar estos conceptos, documentos a los 

cuales se les concede valor probatorio por no haber sido objetados 

y reargüidos de falsos, acorde a lo previsto en los artículos 239 

fracción III, 290, 297 y 373 del ordenamiento procesal civil en cita. 

36. Asimismo, resulta un hecho notorio para esta presencia judicial, 

que conforme a la investigación realizada por la Procuraduría 

Federal del Consumidor, con base en los trabajos del Consejo 

Nacional de Evaluación de Política de Desarrollo Social, respecto 

a los precios de la canasta básica en establecimientos comerciales 

de la zona norte, y particularmente, en el Estado, se pudo concluir 

que de forma semanal el gasto erogado por alimentación de una 

familia de 4 cuatro integrantes equivaldría a la suma de $962.08 

novecientos sesenta y dos pesos 08/100 moneda nacional, lo que 

elevado al mes representa un monto de $3,848.32 tres mil 

ochocientos cuarenta y ocho pesos 32/100 moneda nacional, por 

concepto de alimentación; lo anterior, conforme, a lo previsto en el 

artículo 387 Bis del Código de Procedimientos Civiles del Estado, y 

que se puede corroborar con el siguiente acceso electrónico: 

https://www.profeco.gob.mx/precios/canasta/primeran/2025/QQPP 

RIMERAN_020325.pdf. 

 

 
37. Educación. Respecto a este rubro, tenemos que actualmente el 

acreedor cuenta con ****** años, por lo que, se encuentra en edad 

de cursar su educación preparatoria, por lo que se debe generar 

un gasto por dicho concepto, por la instrucción escolar que debe 

estar cursando lo cual no se tiene constancia que sea en una 

institución privada por lo que se presume es realizado en una 

institución pública. 

 
38. Vestido y calzado. Debe proporcionársele al acreedor alimentista 

desde ropa interior hasta exterior y de acuerdo a las temporadas 

climáticas del año, lo que deberá proveerse al menos 2- dos 

https://www.profeco.gob.mx/precios/canasta/primeran/2025/QQPPRIMERAN_020325.pdf
https://www.profeco.gob.mx/precios/canasta/primeran/2025/QQPPRIMERAN_020325.pdf
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cambios de ropa y un par de calzado, por cada temporada de frío y 

calor, con la correspondiente medida en talla, peso y /o estatura, 

respectivamente. 

 
39. Sano esparcimiento, recreación y transporte de los 

acreedores. Asimismo, la respectiva pensión alimenticia, debe 

cubrir lo relativo al sano esparcimiento y recreación del acreedor 

afecto a la causa. Toda vez que, es evidente que para lograr un 

desarrollo y crecimiento integral idóneo, deben asistir a parques y/o 

centros recreativos, de diversiones, deportivos, vacaciones, para 

ahí interactuar con su familia, amistades y compañeros. Al igual 

deben acudir a reuniones con motivo de festejos o compromisos 

propios de la edad. En tanto que requieren también contar con 

liquidez para hacer frente a gastos de transporte, pues tal rubro les 

permitirá alcanzar la efectividad de su derecho al sano 

esparcimiento y a la educación. 

40. Los anteriores requerimientos alimenticios se presumen 

necesarios para el acreedor alimentista, atendiendo a su edad y 

condiciones particulares. 

 
41. Proporcionalidad y fijación del importe. Una vez analizadas 

cada una de las necesidades del acreedor, así como la capacidad 

económica del demandado, toca el turno de atender la diversas 

hipótesis contempladas en el dispositivo legal 311 del Código Civil 

para el Estado de Nuevo León, siendo ésta la posibilidad del que 

deba otorgar alimentos. 

 
42. Al efecto, es oportuno precisar, la obligación alimentaria, en virtud 

de su naturaleza, no puede renunciarse ni ser delegada, sino recae 

directamente y en primerísimo lugar en los padres; esto es, pesa 

tanto en el padre como en la madre. 

 
43. En el mismo sentido, el artículo 303 del Código Civil para el 

Estado de Nuevo León, establece que la satisfacción de los 

alimentos del hijo acreedor corresponde a los padres, sin efectuar 

una distinción por razón de sexo, o prelación lógica entre ellos, sino 

simplemente la obligación es de ambos. 



 
 
 

 
44. El numeral 309 del Código Civil para el Estado de Nuevo León 

señala medularmente que el obligado a dar alimentos cumple la 

obligación asignando una pensión competente al acreedor 

alimentario, o incorporándolo a la familia. 

 
45. El artículo 312 del Código Civil para el Estado de Nuevo León, 

alude que si fueren varios los que deben dar los alimentos y todos 

tuvieren posibilidad para hacerlo, el juez repartirá el importe entre 

ellos, en proporción a sus haberes. 

 
46. Así pues, en el presente caso, las partes son los progenitores del 

acreedor alimentista, por lo tanto, ambos se encuentran obligados 

a contribuir con su manutención. Entonces, a través de la presente 

tabla veamos las posibilidades de ambos progenitores: 

 
 

 

Progenitor Madre Padre 

Edad: ********** ********** 

Grados de 

estudios: 

********** Se desconoce 

Historial 

laboral: 

Refiere ser ama de casa. 

 
Tuvo un antecedente laboral 
en el año 2018 con un salario 
equivalente a ********** 

Cuenta con un 
antecedente laboral. 

Tuvo un antecedente 
laboral hasta el 17 
diesiete de febrero del 
año 2025 con un salario 
equivalente  a  ********** 
********** 

Cuentas 
bancarias 

Se advierte que se localizó 
una cuenta de a su nombre, 
en la institución 

**********; empero, se 
localizaron  las  cuentas  en 
$0.00 cero pesos. 

Se localizaron registros a 
su nombre de las 
siguientes cuentas 
bancarias: 

********** 

 
********** 

 
********** 

 
********** 

 
********** 



* F320060189346* 
OF320060189346 

JUICIOS EN ESTADO DE SENTENCIA Y SENTENCIADOS 
SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 
 
 
 
 

 

  
********** 

Sin embargo, al rendirse los 
informes, las cuentas 
manejaron  un  saldo  de 
$0.00 cero pesos, algunas 
se encuentran canceladas, y 
las que manejaron saldo lo 
fueron  por  promedio  de 
$5,000.00 cinco mil pesos 
00/100 moneda nacional, a 
los **********, empero dejo 
de utilizarse dicha cuenta 
desde el 31 treinta y uno de 
mayo de 2024 dos mil 
veinticuatro. 

Declaraciones 
anuales 
presentadas. 

No se localizaron 
declaraciones anuales. 

No se cuenta en autos 
con datos relativos a las 
declaraciones anuales 

Bien 
inmueble: 

Sí, inscripción número 
********** 

sí en copropiedad, 
inscripción  número 
********** 

Vehículos No sí modelo ********** 

 

 
47. Lo que antecede se advierte al examinar la demanda, así como 

de los diversos oficios que obran en autos, y lo externado por la 

parte actora en las audiencias preliminar y de juicio. Probanzas que 

merecen eficacia demostrativa conforme los mencionados artículos 

239 fracciones I, II, y VIII 260, 261, 287, 290, 291, 355, 356, 359, 

360, 366, 369, y 372 y demás relativos del ordenamiento procesal 

civil. 

 
48. Igualmente, es de considerarse que es la parte actora quien se 

encarga del cuidado directo de su hijo, por lo cual no debe 

desconocerse la contribución que ello implica y el trabajo que 

representan todas las tareas que deben realizarse en su favor, en 

términos de lo previsto por el artículo 309 del Código Civil de la 

Entidad. 



 
 

 
49. Pues la madre, es la encargada del cuidado inmediato del 

acreedor, comprando y preparando su comida, vigilando que su 

vestimenta se encuentre en buenas condiciones, así como la 

higiene que requiere su hijo, atenderlo cuando enferman, y en 

general, todas las atenciones que implica el cuidado directo del 

mismo. 

 
50. En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 

señalado que la dedicación al hogar y al cuidado de los 

dependientes se traduce en una multiplicidad de actividades no 

excluyentes entre sí, y que deben valorarse en lo individual, las 

cuales ha distinguido los siguientes rubros: 

 
A) Ejecución material de las tareas del hogar que pueden 

consistir en actividades tales como barrer, planchar, fregar, 
preparar alimentos, limpiar y ordenar la casa en atención a las 
necesidades de la familia y el hogar; 

 
B) Ejecución material de tareas fuera del hogar, pero 

vinculadas a la organización de la casa y la obtención de bienes 
y servicios para la familia, que puede consistir en gestiones ante 
oficinas públicas, entidades bancarias o empresas 
suministradoras de servicios, así como compras de mobiliario, 
enseres para la casa y productos de salud y vestido para la 
familia; 

 
C) Realización de funciones de dirección y gestión de la 

economía del hogar, que comprende dar órdenes a empleados 
domésticos sobre el trabajo diario y supervisarlos, así como 
hacer gestiones para la reparación de averías, mantenimiento y 
acondicionamiento del hogar; y 

 
D) Cuidado, crianza y educación de los hijos, así como el 

cuidado de parientes que habiten el domicilio, lo que abarca el 
apoyo material y moral de los menores de edad y, en ocasiones, 
de personas mayores, que implica su atención, alimentación y 
acompañamiento físico en sus actividades diarias. 

 

 
Otorga claridad a lo antes expuesto la tesis por analogía que a 

continuación se cita: 

 

 
TRABAJO DEL HOGAR. PARA ESTABLECER EL MONTO DE 
LA COMPENSACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 267, 
FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, EL JUEZ DEBE CONSIDERAR SUS DIVERSAS 
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MODALIDADES. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha señalado que la finalidad del mecanismo 
compensatorio previsto en el artículo 267, fracción VI, del Código 
Civil para el Distrito Federal es resarcir el perjuicio económico 
sufrido por el cónyuge que, en aras del funcionamiento del 
matrimonio, asumió determinadas cargas domésticas y familiares 
sin recibir remuneración económica a cambio. En este sentido, la 
disposición trata de compensar el costo de oportunidad asociado 
a no haber podido desarrollarse en el mercado de trabajo 
convencional con igual tiempo, intensidad y diligencia que el otro 
cónyuge. Ahora bien, al establecer el monto de la compensación, 
el juez debe tomar en consideración que la dedicación al hogar y 
al cuidado de los dependientes puede traducirse en una 
multiplicidad de actividades no excluyentes entre sí, y que deben 
valorarse en lo individual. Entre ellas, es posible distinguir los 
siguientes rubros: a) ejecución material de las tareas del hogar que 
pueden consistir en actividades tales como barrer, planchar, 
fregar, preparar alimentos, limpiar y ordenar la casa en atención a 
las necesidades de la familia y el hogar; b) ejecución material de 
tareas fuera del hogar, pero vinculadas a la organización de la 
casa y la obtención de bienes y servicios para la familia, que puede 
consistir en gestiones ante oficinas públicas, entidades bancarias 
o empresas suministradoras de servicios, así como compras de 
mobiliario, enseres para la casa y productos de salud y vestido 
para la familia; c) realización de funciones de dirección y gestión 
de la economía del hogar, que comprende dar órdenes a 
empleados domésticos sobre el trabajo diario y supervisarlos, así 
como hacer gestiones para la reparación de averías, 
mantenimiento y acondicionamiento del hogar; y d) cuidado, 
crianza y educación de los hijos, así como el cuidado de parientes 
que habiten el domicilio conyugal, lo que abarca el apoyo material 
y moral de los menores de edad y, en ocasiones, de personas 
mayores, que implica su atención, alimentación y 
acompañamiento físico en sus actividades diarias. En este orden 
de ideas, las diversas modalidades del trabajo del hogar son 
elementos a considerar para determinar el monto de la eventual 
compensación, sin que el apoyo de empleados domésticos en el 
domicilio conyugal excluya por sí solo la procedencia del 
mecanismo compensatorio previsto en la legislación, sino que 
únicamente graduará la cantidad a fijarse. Lo anterior, a fin de no 
invisibilizar las distintas vertientes del trabajo del hogar, pues ello 
iría en contra de la finalidad misma de la disposición legal y, por 
ende, de los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Federal.[2] 

 

 
51. De ahí, que no deba pasar por desapercibido el trabajo que 

representan las tareas que realiza la actora, en beneficio de su hijo 

menor de edad, al tenerlo bajo su cuidado, tales como lo son las 

siguientes: 

 

 
 Actividades del hogar: Mismas que son realizadas con el fin 

de proporcionar al menor de edad, por un lado, una 
alimentación nutricional adecuada a su edad, y por el otro, 
otorgarle una vivienda digna, es decir, limpia y ordenada con 

file:///C:/Users/nestor.vazquez/AppData/Local/Temp/0006021457.doc%23_ftn2


 
 

 
las condiciones necesarias para que pueda desarrollarse 
plenamente tanto en lo físico como en lo mental. 

 
 Higiene personal: Ello con el propósito de que el acreedor 

alimentista, mantenga una buena salud y limpieza que les 
permita de manera más fácil prevenir las enfermedades 
infecciones y contagiosas que surgen del medio ambiente. 

 
 Salud: Es decir, el estar al pendiente de la atención médica 

que en su caso pudiera necesitar el joven en cita, que 
comprende actividades preventivas, curativas y de 
rehabilitación, incluyendo la atención de urgencias, y en su 
caso, la disponibilidad de medicamentos y otros insumos 
esenciales para la buena salud de éste. 

 
 Recreación: Rubro que es necesario satisfacer en favor del 

menor, para que pueda tener un crecimiento sano y 
armónico, tanto físico como mental, espiritual y social. 

 
 
 

 
52. Aspectos todos estos, que deben estimarse para determinar el 

grado de su contribución económica a la causa al adolescente en 

el procedimiento, pues, entiéndase que estas circunstancias del 

operan para amortiguar, no para liberarla, de su contribución ante 

la labor que desempeña al cuidado de su hijo, que el padre deja de 

atender al no tenerlo bajo su cuidado. 

 
53. Pues, la eventualidad antes apuntada, no implica de manera 

alguna, que se exime a la accionante de aportar en forma 

proporcional la cantidad económica que le corresponda a fin de 

sufragar las necesidades alimenticias del acreedor. Pues al tener a 

su hijo menor de edad habitando en su domicilio, se presume que 

complementa de manera proporcional los gastos que genera el 

acreedor, en términos de lo establecido por el numeral 309 del 

referido ordenamiento civil. 

54. Resultando aplicable al caso la tesis orientadora cuyo rubro es: 

IGUALDAD DEL HOMBRE Y LA MUJER Y NO DISCRIMINACIÓN POR 
RAZONES DE GÉNERO. SON PRINCIPIOS QUE NO SE VIOLAN 
CUANDO SE INVOLUCRA EL DERECHO DE UN MENOR A RECIBIR 
ALIMENTOS DE AMBOS PROGENITORES. La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en diversos criterios, ha 
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determinado no sólo qué debe entenderse por el principio de igualdad ("la 
exigencia constitucional de tratar igual a los iguales y desigual a los 
desiguales, de modo que en algunas ocasiones hacer distinciones estará 
vedado, mientras que en otras estará permitido o, incluso, 
constitucionalmente exigido"), sino, como complemento del alcance de ese 
principio, un conjunto de criterios para delimitar cuándo una distinción o 
preferencia dispuesta por el legislador entre dos supuestos análogos se 
encuentra justificada y, por lo tanto, no constituye discriminación, y cuándo 
se considera injustificada y, por ende, concreta una discriminación. Sobre 
esa base, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 303 del Código Civil 
para el Distrito Federal, ambos progenitores son sujetos obligados a 
cumplir con los alimentos que necesita su menor hijo, cuyo interés superior 
está por encima de los derechos de ambos padres, de manera que no se 
impone sólo al hombre tal carga, sino que recae también en la mujer, por 
lo cual el hecho de que a uno de los padres se imponga una carga procesal 
de proporcionar alimentos en determinado porcentaje de su salario, en 
favor de su menor hijo, a pesar de que percibe un ingreso inferior al de su 
contraparte, no revela discriminación por razón de género, ni se viola el 
principio de igualdad, si se parte de la base de que cuando el menor se 
encuentra incorporado al hogar de la madre (modo específico de cumplir 
esa obligación, conforme al artículo 309 del citado código), ésta debe 
subvenir los rubros que no se alcancen a cubrir con el monto fijado a cargo 
del padre, pues si ambos cuentan con empleo e ingresos, tienen obligación 
de aportar, en la medida de sus posibilidades, lo necesario para la 
subsistencia del menor 2. 

 
ALIMENTOS. SU PROPORCIONALIDAD EN CASO DE 
INCORPORACIÓN DEL ACREEDOR AL HOGAR DE UNO DE LOS 
DEUDORES

[4]
. Al integrar al acreedor alimentario al hogar se presume que 

el deudor ha de suministrar todos los satisfactores que ordinariamente se 
proporcionan en el seno de la familia, más debe tenerse en cuenta que 
esta forma de cumplimiento equivale a un pago en especie que, en 
aquellos casos en que ambos padres perciben ingresos y para mantener 
la equidad entre ellos, forzosamente debe compararse con el pago en 
dinero que se impone al otro padre y, sobre todo, con las necesidades en 
dinero del acreedor alimentista, esto es, de requerir éste una suma 
determinada mensual por concepto de alimentos, sería inequitativo 
imponer a uno de los padres la obligación de pagar precisamente esa 
suma, eximiendo al otro bajo el argumento de que tiene integrado al 
acreedor a la familia, pues en estas condiciones resultaría que la obligación 
de dar alimentos estaría realmente recayendo sólo sobre uno de los 
deudores. 

 

 

55. Así las cosas, se estima que de las actuaciones judiciales que 

conforman el asunto que nos ocupa, mismas que merecen valor 

probatorio acorde con el numeral 372 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado, se desprende que el 

demandado cuenta con la capacidad de generar ingresos para 

satisfacer sus propias necesidades y las del acreedor alimentista 

de este juicio, quien requiere de vestido y calzado, así como una 

alimentación balanceada, asistencia en caso de enfermedad, 

 

2 
Época: Novena Época Registro: 162582 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de 

Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXXIII, Marzo de 2011 

Materia(s): Constitucional Tesis: I.14o.C.77 C Página: 2355 
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educación, así como una vivienda digna y esparcimiento; motivos 

los anteriores, por los cuales, tomando en consideración las 

circunstancias actuales que imperan en el procedimiento de 

cuenta, se estima justo y equitativo condenar a la parte demandada 

a pagar a título de alimentos en favor de la parte acreedora, la 

cantidad equivalente a la suma de $3,307.92 (tres mil trescientos 

siete pesos 92/100 moneda nacional), mensuales, ello tomando 

en cuenta que al no tener una cantidad exacta del salario que 

percibe o ingresos que obtiene por motivo de su trabajo el 

demandado, esta autoridad parte de la idea de que, lo mínimo que 

puede obtener una persona por su trabajo es un salario mínimo. 

 
56. En esas condiciones en la actualidad el salario mínimo equivale a 

la cantidad de $315.04 trescientos quince pesos 04/100 moneda 

nacional, por ende, al elevarlo al mes (multiplicarlo por 30, que 

corresponde a los días del mes) da la cantidad de $9,582.47 (nueve 

mil quinientos ochenta y dos pesos 00/100 moneda nacional), y el 

35% treinta y cinco por ciento de dicho salario mínimo elevado al 

mes, corresponde a la cantidad de $3,307.92 tres mil trescientos 

siete pesos 92/100 moneda nacional, según la información 

publicada la página oficial de la Comisión Nacional de Salarios 

Mínimos. 

 
57. Cuantía que se considera suficiente para cubrir los rubros que 

contempla el concepto de alimentos del acreedor, tomando en 

consideración que la obligación de otorgar alimentos corresponde 

a ambos padres, empero, no se puede concluir que la misma deba 

ser idéntica, sino que se realiza con base en el principio de 

proporcionalidad. 

 
58. En el entendido, que la pensión alimenticia antes fijada tendrá un 

incremento automático en equivalente al aumento porcentual 

que tenga el salario mínimo general diario vigente en la zona 

económica correspondiente al deudor en términos del 

segundo párrafo del artículo 311 del Código Civil para el 

Estado de Nuevo León. 
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59. Requiérase a la parte demandada sobre el inmediato pago de la 

primera mensualidad de la pensión alimenticia decretada en la 

presente resolución y en caso de que no lo cubra embárguesele 

bienes de su propiedad de los no exceptuados de secuestro 

suficientes para garantizar su cumplimiento lo que se depositaran 

conforme a la ley. 

 
60. En la inteligencia de que, conforme a lo dispuesto en el artículo 

500 del Código de Procedimientos Civiles para el estado de Nuevo 

León, corresponde en primer término el derecho de señalar bienes 

para embargo al deudor, y en caso de que éste se rehusare a 

designarlos, que esté ausente o que no designe los que tuviere en 

el lugar del juicio, podrá ejercerlo la actora o su representante. 

 
61. De igual forma, se establece, que la actora deberá de 

complementar la obligación de suministrar alimentos a los 

acreedores, conforme a lo preconizado por el numeral 303 del 

Código Civil del Estado, y al tenerlos incorporados al domicilio en 

el que habita, puede destinar una parte de los ingresos que percibe 

con motivo de su empleo, a complementar los gastos que se 

generen en virtud de las necesidades alimenticias de sus hijos 

menores de edad. 

 
62. Suerte de la pensión alimenticia provisional. En la inteligencia 

que, la pensión definitiva modifica la decretada con carácter 

provisional por auto del 9 nueve de mayo de 2025 dos mil 

veinticinco. 

 
63. Posibilidad de modificar la pensión alimenticia. Hágase del 

conocimiento de las partes contendientes que, acorde a lo 

dispuesto por los artículos 1071 del Código de Procedimientos 

Civiles del Estado y 311 del Código Civil del Estado, la pensión 

alimenticia decretada podrá modificarse en su cuantía, previo el 

procedimiento respectivo, a fin de que esté ajustada 

permanentemente a las necesidades de los acreedores 

alimentistas y a las posibilidades del deudor obligado a 

proporcionarlos. 



 
 

 
64. Condiciones económicas del deudor alimentista. Acorde al 

numeral 321 Bis 2 del Código Civil del Estado, se hace del 

conocimiento del demandado que de cambiar sus circunstancias 

económicas se encuentra obligado a hacerlo del conocimiento de 

este juzgado dentro del término de treinta días, en la vía y forma 

correspondiente, apercibido que en caso de no hacerlo, se le 

impondrá una multa en los términos previstos por la fracción I del 

Artículo 42 del Código de Procedimientos Civiles en vigor. 

 
65. Estudio de la prestación accesoria consistente en el pago 

retroactivo de alimentos. Por otro lado, conforme al escrito inicial 

de demanda, se tiene que la parte actora peticiona el pago 

retroactivo de adeudos de pensiones alimenticias, desde el 

nacimiento de su hijo, que lo fue el 25 veinticinco de agosto de 2010 

dos mil diez, a la presentación de su demanda el 24 veinticuatro de 

mayo de 2023 dos mil veintitrés, en razón que a su dicho, el 

demandado dejó a su descendiente en un estado total de abandono 

y desde 10 diez años antes de la interposición de la demanda, no 

habían tenido ningún tipo de contacto con el demandado. 

 
66. Así las cosas, para determinar lo fundado o infundado de los 

alimentos retroactivos que reclama la actora, es necesario recalcar 

algunos aspectos relevantes de las figuras inherentes al derecho 

familiar, como son el interés superior del niño y los alimentos. 

 
67. El interés superior del niño tiene un contenido de naturaleza real 

y relacional, que demanda una verificación y especial atención de 

los elementos concretos y específicos que identifican al infante, por 

lo que el escrutinio que debe realizarse en controversias que 

afecten dicho interés, de forma directa o indirecta, es más estricto 

que el de otros casos de protección a derechos fundamentales. 

 
68. Lo anterior, con fundamento en los artículos 4 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 9 Convención sobre los 

Derechos del Niño; 2 de la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes, 952 y 954 del Código de Procedimientos 

Civiles del Estado de Nuevo León. 
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69. Todas las autoridades deben asegurar y garantizar que en los 

asuntos, decisiones y políticas públicas en las que se les involucre, 

los niños, niñas y adolescentes tengan el disfrute y goce de todos 

sus derechos humanos, especialmente de aquellos que permiten 

su óptimo desarrollo. Esto es, los que aseguran la satisfacción de 

sus necesidades básicas como alimentación, vivienda, salud física 

y emocional, el vivir en familia con lazos afectivos, la educación y 

el sano esparcimiento, elementos –todos– esenciales para su 

desarrollo integral. 

 
70. Consecuentemente, en todas las medidas que tomen los 

tribunales, relacionadas con los niños, deben atender 

primordialmente al interés superior del niño al ser un criterio rector 

para la aplicación de normas en todos los órdenes relativos a la 

vida del niño. 

 
71. Son aplicables al caso, las jurisprudencias de rubros siguientes: 

INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES DE EDAD. NECESIDAD DE UN 
ESCRUTINIO ESTRICTO CUANDO SE AFECTEN SUS INTERESES.[1] 

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONCEPTO.[2] 

 

 
72. Alimentos. La institución jurídica de los alimentos descansa en 

las relaciones de familia y surge como consecuencia del estado de 

necesidad en que se encuentran determinadas personas a las que 

la ley les reconoce la posibilidad de solicitar lo necesario para su 

subsistencia. Para que nazca la obligación de alimentos es 

necesario que concurran tres presupuestos: 

 
1. El estado de necesidad del acreedor alimentario. 

2. Un determinado vínculo familiar entre acreedor y deudor. 

3. La capacidad económica del obligado a prestarlos. 

 
73. En este sentido, es claro que el estado de necesidad del acreedor 

alimentario constituye el origen y fundamento de la obligación de 

alimentos, entendiendo por éste aquella situación en la que pueda 

encontrarse una persona que no puede mantenerse por sí misma, 

file:///C:/Users/alicia.garza/AppData/Local/Temp/0006289480.doc%23_ftn1
file:///C:/Users/alicia.garza/AppData/Local/Temp/0006289480.doc%23_ftn2


 
 

 
pese a que haya empleado una normal diligencia para solventarla 

y con independencia de las causas que puedan haberla originado. 

 
74. Así las cosas, el artículo 23, bis, del Código Civil para el Estado 

de Nuevo León, prevé que la personalidad jurídica de las personas 

físicas se adquiere por el nacimiento y se extingue por la muerte. 

Asimismo, dispone que desde el momento en que el ser humano 

es concebido, entra bajo la protección de la ley y se le tiene por 

nacido para los efectos legales que señala la codificación civil. 

75. En esa perspectiva, si una de las condiciones legales para que se 

configure la carga alimentaria lo es el nacimiento del infante, 

porque la obligación de dar alimentos surge de la relación paterno- 

filial que existe entre el acreedor alimentario y el deudor alimentista, 

y en el caso particular, tal circunstancia fue acreditada con el acta 

de nacimiento del hijo de los contendientes **********en 

consecuencia, se justifica que el citado joven tiene derecho a 

recibir alimentos, pues su derecho se generó desde su 

“nacimiento”, y puede exigirse a través de su madre por ser quien 

ejerce la patria potestad sobre él. 

 
76. A su vez, cabe aclarar que no era necesario que la parte actora 

acreditara que el demandado se obligó previamente al pago de 

alguna cantidad por concepto de pensión alimenticia, pues, esa 

obligación no deriva de la manifestación de voluntad que pudiera 

hacer el demandado, sino que el origen de la obligación de 

proporcionar alimentos proviene de la ley, cuya finalidad es 

proteger a los niños desde su nacimiento al constreñir a los padres 

a proporcionarles lo necesario para su subsistencia, de 

conformidad con el artículo 303 del Código Civil para el Estado de 

Nuevo León. 

 
77. Siendo el deudor alimentista quien tiene la carga procesal de 

acreditar que ha cumplido con su deber de proporcionar alimentos 

a su hijo; ello, porque como ya se dijo los padres obligados a dar 

alimentos a sus hijos, y el obligado a dar alimentos cumple la 

obligación asignando una pensión competente (adecuada y 
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suficiente) al acreedor alimentario, o incorporándolo a la familia.Lo 

que no sucedió en la especie. 

 
78. Asimismo, el derecho a recibir una pensión alimenticia no se 

generó hasta el momento en que se admitió la demandada de 

alimentos, y se realizó la condena al pago de una pensión 

alimenticia provisional a favor del adolescente inmerso en la causa. 

 
79. Pues la única condición para la existencia de la deuda alimenticia 

reside en que exista el lazo o vínculo entre padres e hijos derivado 

de la procreación, por lo que el nexo biológico es el fundamento del 

derecho alimentario y no el reclamo judicial, y ya se dijo, en el caso 

concreto, está justificado que el acreedor alimentista es hijo del 

deudor alimentario. 

 
 

80. Siendo que en el caso concreto el aquí demandado no 

compareció a dar contestación a la demanda instaurada en su 

contra, de ahí, que no hay oposición en cuanto al dicho de la parte 

actora respecto a que no se hace cargo de la obligación alimentista 

que le corresponde y que no ha tenido contacto con su 

descendiente desde hace más de 10 diez años, incumpliendo así 

el deudor alimentista con su carga probatoria. 

 
81. Por tanto, se declara fundado el pago de la pensión alimenticia 

con efectos retroactivos, a cargo del deudor alimentista, en virtud 

de que el derecho a recibir alimentos surgió con el nacimiento del 

adolescente inmerso en la causa, así como que la obligación de 

proporcionárselos deriva de la relación paterno-filial, entre este y 

su padre. 

 
Lo anterior, encuentra apoyo en los siguientes criterios: 

 ALIMENTOS RETROACTIVOS. CUANDO SE RECLAME SU 
PAGO NO LE ES EXIGIBLE AL ACTOR DEMOSTRAR QUE 
ADQUIRIÓ DEUDAS O QUE CARECIÓ DE CAPACIDAD 
ECONÓMICA PARA SUFRAGAR LOS GASTOS DEL MENOR 
DE EDAD ACREEDOR (ABANDONO DEL CRITERIO 
SOSTENIDO EN LA TESIS AISLADA I.11o.C.148 C E 
INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 322, PRIMER PÁRRAFO, 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). Registro digital:



 
 
 

 
2023250. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima 
Época. Materias(s): Civil. Tesis: I.11o.C.152 C (10a.). Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 2, Junio de 
2021, Tomo V, página 5042. Tipo: Aislada 

 

 PENSIÓN ALIMENTICIA CON EFECTOS RETROACTIVOS. 
PROCEDE LA CONDENA A SU PAGO CUANDO EL DEUDOR 
ALIMENTISTA NO ACREDITÓ HABERLOS PROPORCIONADO 
AL ACREEDOR ALIMENTARIO DESDE SU NACIMIENTO Y 
HASTA LA FECHA EN QUE SE FIJE LA PROVISIONAL, EN 
VIRTUD DE QUE LA OBLIGACIÓN DE DAR ALIMENTOS 
SURGE DE LA RELACIÓN PATERNO-FILIAL (LEGISLACIÓN

DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES). Registro digital: 
2017928. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima 
Época. Materias(s): Civil. Tesis: XXX.3o.5 C (10a.). Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 58, 
Septiembre de 2018, Tomo III, página 2458. Tipo: Aislada. 

 

 ALIMENTOS RETROACTIVOS. EL DEUDOR 
ALIMENTARIO TIENE LA CARGA DE DEMOSTRAR QUE 
DESDE EL NACIMIENTO DEL ACREEDOR CUMPLIÓ EN 
FORMA PROPORCIONAL, REGULAR Y SUFICIENTE 
CON LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS, EN 
ATENCIÓN AL PRINCIPIO DEL INTERÉS SUPERIOR DEL

MENOR DE EDAD. Registro digital: 2023251. Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito. Undécima Época. Materias(s): Civil. Tesis: 
I.11o.C.153 C (10a.). Expediente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 2, Junio de 2021, Tomo V, página 5043. Tipo: Aislada. 

 
 

 

82. Pago y cuantificación de la obligación retroactiva. Por lo 

anterior, tenemos que, la actora justificó los elementos de su 

acción, en cuanto al rubro secundario del pago de alimentos 

respectivos, en términos del artículo 223 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León. 

 

83. Ahora bien, en cuanto al pago y cuantificación del pago de esta 

obligación debemos considerar que, esta prestación se considera 

como una prestación secundaria al reclamo del pago de alimentos 

que, el demandado deberá otorgar a su hijo. 

 
84. Lo anterior obedece a que, en los juicios de esta naturaleza 

(alimentos), el objeto del procedimiento está establecido en el 

artículo 1068 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Nuevo León, el cual consiste en verificar el título a virtud del cual 

se piden los alimentos, la capacidad económica aproximada de 
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quien deba otorgarlos y las necesidades específicas del acreedor; 

elementos los anteriores, se analizaron en la presente resolución, 

las cuales llevaron al resultado de la pensión alimenticia mensual 

ya establecida. 

 
85. A la causa principal, la actora incorporó el pago de los alimentos 

retroactivos, lo cual fue analizado si era fundado o no; empero, se 

trata de una acción secundaria (accesoria) al pago de los alimentos 

solicitados porque la materia principal de caso radica en la fijación 

de pensión a cargo del deudor alimentario; por ende, lo relativo al 

pago de la pensión retroactiva, al tratarse de una cuestión 

accesoria, su cuantificación se reserva hasta la fase de ejecución 

respectiva, previa formulación del incidente de cuantificación 

correspondiente. 

86. En términos de lo previsto en el artículo 474 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado. 

 

 
87. Gastos y Costas. Así pues, el artículo 90 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado, dispone que, en toda sentencia 

definitiva o interlocutoria dictada en asuntos de carácter 

contencioso, se hará forzosamente condenación en costas, 

determinando cuál de las partes debe pagar a la parte contraria las 

costas que se le hayan causado en el juicio. 

 
88. Por su parte, el diverso numeral 91 del Código de Procedimientos 

Civiles del Estado, establece que siempre serán condenados en 

costas el litigante que no obtenga resolución favorable sobre 

ninguno de los puntos de su demanda y el que fuere condenado en 

absoluta conformidad con la reclamación formulada en su contra. 

 
89. Ahora bien, tengamos presente que el derecho familiar es un 

conjunto de principios y valores procedentes de la constitución 

federal, de los tratados internacionales, así como de las leyes e 

interpretaciones jurisprudenciales, dirigidos a proteger la 

estabilidad de la familia, regulando la conducta de sus integrantes 

entre sí, y también a delimitar las relaciones conyugales, de 



 
 

 
concubinato así como de parentesco, conformadas por un sistema 

especial de protección de derechos y obligaciones respecto de 

infantes, incapacitados, mujeres, adultos mayores, de bienes 

materiales e inmateriales, poderes, facultades y deberes entre 

padres e hijas, consortes así como parientes, cuya observancia 

alcanza el rango de orden público e interés social. 

 
90. Igualmente, conviene establecer que la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 2/2010, 

reconoció que la correcta interpretación del mandato de protección 

familiar contenido en la constitución federal implica entender a la 

familia como realidad social. 

91. Por ello, al realizar una interpretación armónica y sistemática de 

los citados artículos 90 y 91 del Código de Procedimientos Civiles 

del Estado, y tomando en cuenta el principio de pro persona y el de 

la tutela judicial efectiva, no es factible en este asunto hacer 

condena alguna a cargo de cualquiera de las partes, ya que el 

mismo es del orden familiar; por ende, cualquier condena que se 

realizara traería un menoscabo en su subsistencia. 

 
92. Luego, se determina que cada parte deberá soportar los gastos y 

costas que hubieren erogado con la tramitación del presente juicio. 

Lo anterior con fundamento en los artículos 1, 4 y 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con base 

en las siguientes jurisprudencias: 

93. En virtud de lo anterior, y al encontrarse inmersos derechos de 

menores dentro del presente procedimiento, se declara 

improcedente la condena en gastos y costas dentro de la vía de 

apremio en la que se actúa. 

 
Resolutivos 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 
 
 

Primero: Se declara que la parte actora acreditó los elementos 

constitutivos de su acción; mientras que el demandado no los 

desvirtúo, modificó ni extinguió, por consiguiente: 
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Segundo: Se declara fundado el juicio oral de alimentos promovido 

por la parte actora en representación de su hijo ********** en contra 

del demandado, ante esta autoridad, registrado bajo el número de 

expediente judicial **********. 

Por tanto, se condena al demandado al pago de una pensión 

alimenticia a favor del acreedor, la cantidad liquida equivalente a 

$3,307.92 tres mil trescientos siete pesos 92/100 moneda 

nacional mensuales. 

En la inteligencia que, la pensión alimenticia antes fijada tendrá un 

incremento automático en equivalente al aumento porcentual 

que tenga el salario mínimo general diario vigente en la zona 

económica correspondiente al deudor en términos del 

segundo párrafo del artículo 311 del Código Civil para el Estado 

de Nuevo León. 

 
Requiérase al demandado sobre el inmediato pago de la pensión 

alimenticia decretada en la presente resolución, y en caso de que 

no lo cubra embárguesele bienes de su propiedad de los no 

exceptuados de secuestro suficientes para garantizar su 

cumplimiento lo que se depositaran conforme a la ley. 

 
En el entendido que, en su caso, corresponde en primer término el 

derecho de señalar bienes para embargo al deudor, y en caso de 

que éste se rehusare a designarlos, que esté ausente o que no 

designe los que tuviere en el lugar del juicio, podrá ejercerlo la 

actora o su representante. 

Tercero: En el entendido que, se modifica la pensión alimenticia 

provisional decretada por esta autoridad mediante auto del 9 nueve 

de mayo de 2025 dos mil veinticinco, prevaleciendo ahora la 

decretada en esta sentencia en su carácter de definitiva. 

 
Cuarto: Hágase del conocimiento de las partes contendientes que, 

la pensión alimenticia decretada, podrá modificarse en su cuantía, 

previo el procedimiento respectivo, a fin de que esté ajustada 



 
 

 
permanentemente a las necesidades del acreedor y a las 

posibilidades del obligado a proporcionar alimentos. 

 
Quinto: Se hace del conocimiento del demandado que de cambiar 

sus circunstancias económicas se encuentra obligado a hacerlo del 

conocimiento de este juzgado dentro del término de treinta días, en 

la vía y forma correspondiente, apercibido que en caso de no 

hacerlo, se le impondrá una multa en los términos previstos en este 

fallo. 

 

 
Sexto: Se declara fundada la prestación secundaria relativa al pago 

de pensión retroactiva; empero, su cuantificación se reserva hasta 

la fase de ejecución, previa formulación del incidente de 

cuantificación, en virtud de los razonamientos realizados en la parte 

considerativa de esta sentencia. 

 

 
Séptimo: Conforme a la parte considerativa de la sentencia, cada 

parte deberá cubrir los gastos y costas que hubiera tenido que 

erogar con motivo de la tramitación del presente procedimiento. 

 
Octavo: Notifíquese personalmente. Así definitivamente 

juzgando lo resuelve y firma Marcela Isabel Chávez Contreras, 

Juez Segundo de Juicio Familiar Oral del Décimo Tercer Distrito 

Judicial en el Estado, ante la fe de Alicia Alejandra Garza 

Espinoza, Secretario adscrita a la Coordinación de la Gestión 

Judicial de este Distrito Judicial, con quien actúa y da fe. 

 
La resolución que antecede se publicó en el Boletín Judicial número 
8969 de este mismo día.-Doy fe. 

 
Secretario 

 
Alejandra. 
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